
1 
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SALA DE DECISIÓN LABORAL  

  

Magistrada Sustanciadora  

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  

  

Providencia.     Apelación sentencia  

Proceso.          Ordinario Laboral   

Radicación No.    66400-31-05-001-2022-00005-01 

Demandante.   Oscar Ortiz Mejía 

Demandados.   Hernán Gómez Uribe 

  Hernán Gómez Uribe y Cía S.C.A. 

Juzgado de origen.  Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda 

Tema a tratar.  Contrato de trabajo 

  

           Pereira, Risaralda, veinticuatro (24) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

  Aprobado en acta de discusión No. 05 del 19-01-2024 

  

Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión 

Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de 

resolver los recursos de apelación propuestos contra la sentencia proferida el 27 de 

julio de 2023 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, dentro 

del proceso promovido por Oscar Ortiz Mejía contra Hernán Gómez Uribe y 

Hernán Gómez Uribe y Cía. S.C.A. 

  

Recurso repartido a esta Colegiatura el 02/08/2023. 

 

ANTECEDENTES: 

 

1. Síntesis de la demanda y su contestación 

Oscar Ortiz Mejía pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a 

término indefinido con la “Sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía. S.C.A.” desde el 

01/02/1997 y el 21/06/2021. Además, solicita que se declare que el contrato terminó 

sin justa causa atribuible a la sociedad. En consecuencia, pretendió el pago de las 

prestaciones sociales y vacaciones y “el pago de la última mesada”; la 

indemnización moratoria del artículo 65 del C.S.T.; indemnización por terminación 
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sin justa causa; sanción por no consignación de cesantías y aportes a la seguridad 

social.  

 

De otro lado, pretendió que se declare que la persona natural Hernán Gómez Uribe 

es solidariamente responsable de las condenas que se realicen a la sociedad que 

se reclama como empleadora.  

 

Fundamenta sus aspiraciones en que: i) prestó sus servicios personales para la 

sociedad demandada desde el 01/02/1997 hasta el 18/06/2021; ii) se desempeñó 

como administrador de la finca Pozo Rubio, de propiedad de la sociedad sin 

limitación de tiempo, sino que se ejecutaban cuando ocurriesen y tuviesen que 

darse; iii) sus funciones eran: 

- Compra y venta, castración y vacunación de ganado. 

- Compra de vacunas e insumos agropecuarios. 

- Mantenimiento y reparación de equipos. 

- Construcción y mantenimiento de instalaciones y casas de finca. 

- Preparación y adecuación de suelos para siembra y cultivo de caña. 

- Control de plagas.  

- Aplicación de abono y enmiendas al suelo. 

- Asistencia a reuniones del Ingenio Risaralda para definir venta de caña, tiempos de 

cosecha, variedades a sembrar, procedimientos de cosecha. 

- Atención a funcionarios del Ingenio Risaralda cuando realizaban visitas frente al 

cultivo. 

- Actuaciones frente al ICA en representación del propietario de la finca.  

- Asistencia a inspecciones de Policía por asuntos de la caña. 

- Obtención de licencias ante la CARDER. 

- Consecución de trabajadores previa autorización.  

iv) Las funciones las realizaba conforme a las instrucciones dadas por Hernán 

Gómez Uribe, gestor de la sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía. S.C.A.; v) para el 

año 2011 su salario era de $3’800.000; vi) durante la relación laboral no se le 

pagaron prestaciones sociales ni vacaciones ni se le consignaron cesantías, 

tampoco se le pagaron aportes a la seguridad social; vii) el 18/06/2021 una 

empleada de Hernán Gómez le informó su despido, pues le requirió información de 

pagos a la seguridad social y le prohibió el ingreso a la finca.  

 

Hernán Gómez Uribe al contestar la demanda se opuso a todas las pretensiones y 

para ello, explicó que como persona natural sostuvo con el demandante un contrato 

de prestación de servicios autónomos e independientes para administrar la finca 
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Hacienda Pozo Rubio, todo ello, en razón a los lazos de consanguinidad que tiene 

con el demandante y por petición de este.  

 

El demandante tenía total autonomía para la administración de la hacienda, tanto 

así que contrataba sus propios trabajadores, sin recibir orden alguna de Hernán 

Gómez Uribe. Así, explicó que el demandante no compraba el ganado pues esa 

actividad la hacía el demandado directamente. Dentro de sus actividades como 

administrador debía asegurar que la hacienda contara con los insumos 

agropecuarios para la actividad ganadera y agrícola.  

 

Indicó que el mantenimiento y reparación de la hacienda la hacía el mayordomo de 

la finca, y que las actividades relacionadas con el cultivo de caña no son continuas 

ni permanentes, y sus controles son temporales y debido a esto el demandante 

realizaba otras actividades comerciales con diferentes personas, pues el objeto del 

contrato de prestación de servicios civiles no exigía disponibilidad. Indicó que el 

cuidado y conservación de la hacienda la tenía a cargo el mayordomo, y por eso, el 

demandante no realizaba ninguna actividad permanente ni tampoco era necesaria 

su presencia en la hacienda.  

 

Presentó como medios de defensa los que denominó “inexistencia de la obligación”, 

“inexistencia del vínculo laboral”, “compensación” y “prescripción” (archivo 17, exp. 

Digital). 

 

La Sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía S.C.A. al contestar la demanda también 

se opuso a las pretensiones para lo cual argumentó que dio en arrendamiento el 

bien inmueble Hacienda Pozo Rubio a la persona natural Hernán Gómez Uribe, que 

en caso de condena será este quien asuma como persona natural la totalidad de 

las acreencias.  

 

Así, explicó que ningún vínculo laboral sostuvo con el demandante, porque el predio 

Pozo Rubio fue dado en arrendamiento a la persona natural, último que destinaba 

el inmueble a la explotación agropecuaria. Indicó que como sociedad, su actividad 

principal es el arrendamiento de inmuebles, pero que era la que daba los permisos 

ante diversas entidades como propietario del inmueble para trámites ante la 

Corporación Autónoma de Risaralda, Instituto Colombiano Agropecuario y el 

Agustín Codazzi. Presentó como medios de defensa la “inexistencia de la obligación 

laboral”, “inexistencia de solidaridad entre las demandadas”, “prescripción”, entre 

otras (archivo 18, exp. Digital). 
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2. Síntesis de la sentencia apelada 

 

El Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda declaró la existencia de 

un contrato de trabajo a término indefinido entre el trabajador Óscar Mejía y Hernán 

Gómez Uribe desde el 01/04/2001 hasta el 21/06/2021; seguidamente declaró 

probada la excepción de inexistencia de solidaridad y falta de legitimación de la 

sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía. S.C.A. 

 

Luego, condenó a la persona natural a pagar al demandante las siguientes sumas 

de dinero: 

Concepto Valor 

Cesantías $60’675.000 

Intereses a las cesantías $880.000 

Prima de servicios $3’000.000 

Vacaciones $3’662.500 

Indemnización por despido sin justa causa $41’750.000 

 

Además, condenó a Hernán Gómez Uribe a pagar los aportes a la seguridad social 

en pensiones por los extremos anunciados sobre un salario de $3’000.000 y negó 

las restantes pretensiones.  

 

Como fundamento para dichas determinaciones argumentó que la persona natural 

Hernán Gómez no había aportado prueba alguna que desvirtuara la presunción de 

existencia de contrato de trabajo que pesaba en su contra, pues todos los testigos 

dieron cuenta que el demandante era administrador de la finca Pozo Rubio, quien 

recibía un pago por dicha laboral y quien le pagaba era el citado Hernán Gómez y 

no la persona jurídica, sin que se evidenciar una autonomía técnica en sus labores, 

pues el demandante estaba sometido a las instrucciones que le daba Hernán 

Gómez para administrar la finca. 

 

En cuanto a los extremos laborales, fijó el inicial en el año 2001, porque el 

demandante al absolver el interrogatorio de parte admitió una interrupción laboral 

en los años 1996 y 1997, y solo obra prueba de tal despunte conforme a una 

certificación que obra en el plenario que da cuenta de la vinculación a partir de abril 

de 2001, cuando se le empezó a pagar al demandante por las actividades en la 

citada finca. Respecto del hito final, adujo que ninguna controversia existía. 
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En cuanto a la sociedad demandada concluyó que si bien es la propietaria de la 

finca Pozo Rubio, lo cierto es que conforme al contrato de arrendamiento de 15 años 

suscrito entre los codemandados, se descartaba su condición de empleador, 

máxime que se acreditó en el proceso que quien tuvo la calidad de empleador fue 

la persona natural, y así lo reconoció el demandante en su interrogatorio, pues 

siempre se comunicaba con Hernán Gómez, de ahí que descartó a la sociedad del 

litigio, pues el beneficiario de la obra era la persona natural.  

 

Para la liquidación de las acreencias laborales tuvo como salario la suma de 

$3’000.000, porque aun cuando con la contestación a la demanda se aportaron 

constancias de pago por $1’779.676, lo cierto es que también obran dos constancias 

o certificados del salario que indican que era de $3’000.000 y para el año 2006 y 

2011 de $3’800.000; por lo que, concluyó el despacho que el salario debía ascender 

a los citados $3’000.000 pues era la suma que más se acercaba a los comprobantes 

de pago, máxime que el demandante al absolver el interrogatorio adujo que una 

parte se pagaba por banco y otra en efectivo para evitar tributación. Además, resaltó 

que un testigo le ofreció trabajo al demandante por un valor inferior a los $3’000.000 

y este no aceptó, entonces también podía inferirse que ganaba dicho dinero.  

 

Finalmente, absolvió a la persona natural de la sanción moratoria pues no se 

acreditó la mala fe de este en la contratación, máxime que tenía el convencimiento 

de que el contrato era de prestación de servicios.  

 

En cuanto a la prescripción, declaró la misma de forma parcial porque el contrato 

terminó el 21/06/2021 e interrumpió la misma con la presentación de la demanda el 

18/01/2022, de ahí que tuvo por prescritos los derechos causados con anterioridad 

a los tres años previos a la terminación del vínculo laboral, excepto para las 

cesantías y aportes pensionales.  

 

3.  Síntesis del recurso de apelación 

 

Inconforme con la decisión el demandante y el codemandado Hernán Gómez Uribe 

presentaron recurso de alzada para lo cual el demandante recriminó: 

 

1. Extremo inicial de la relación laboral. 

2. Salario. 

3. Solidaridad 

4. Sanción moratoria y no consignación de cesantías.  
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Concretamente el demandante argumentó frente al hito inicial que debía ser desde 

1997 y que el despacho únicamente tuvo en cuenta para fijar dicha fecha, unos 

recibos aportados por la demandada, sin valorar la prueba testimonial, máxime que 

no hay recibos de data anterior al 2001, porque la contabilidad se destruye cada 10 

años. Entonces, señaló que todos los testigos fueron coincidentes en señalar que 

el hito inicial fue para 1997 e incluso uno de ellos lo circunscribe a 1994. Además, 

también obran otras certificaciones de las que la juez dedujo el salario, pero 

desconoció para establecer los hitos temporales, y la prueba no puede ser dividida 

para probar unos elementos y otros no.  

 

Respecto al salario argumentó que no hay justificación para descontextualizar las 

certificaciones, pues si el despacho tuvo como prueba la certificación, esta indica 

que es de $3’800.000, pero el despacho arbitrariamente aduce que lo reducirá a 

$3’000.000 porque se acomoda más a las consignaciones.  

 

Luego, reprochó la solidaridad frente a la sociedad, porque en tanto el juzgado fijó 

el hito inicial en el año 2001, entonces impidió la solidaridad pretendida, porque el 

contrato se suscribió en 1999, más aún cuando conforme a la prueba testimonial se 

evidenció que el demandante manejaba la ganadería de dicha sociedad, y conforme 

a los documentos de los años 2017 a 2019, el ganado es de propiedad de la 

sociedad y no de la persona natural. Así, hizo hincapié en que entonces el 

demandante trabajaba para ambas personas, a uno para la siembra de caña y al 

otro para el ganado, pues ningún sentido tiene que el propietario del ganado sea 

uno, pero el otro sea el empleador. Y conforme a la prueba testimonial se acreditó 

que en la finca se desarrollaban actividades de ganado y por ende, eran de la 

sociedad y por ello, sí había solidaridad respecto de esta persona jurídica. 

 

Pero seguidamente, señaló que la jueza no tenía elementos para diferenciar cuándo 

el codemandado actuaba como persona natural y cuándo como persona jurídica, 

pues entonces lo hacía a su conveniencia.  

 

En cuanto a la sanción moratoria, adujo que se presume su condena y que era el 

empleador el que debía desvirtuar la misma y demostrar su buena fe, pues no 

bastaba que afirmara que tenía el convencimiento de que era un contrato civil. Y en 

cuanto a la sanción por no consignación de cesantías, adujo que desde el punto de 

vista académico dista de la posición de la jurisprudencia de que prescriba en 3 años, 

pues si lo principal no prescribe, entonces tampoco lo accesorio.  
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Finalmente, indicó que estaba inconforme frente a las prestaciones sociales y su 

liquidación, pero ningún argumentó enfiló para evidenciar cuál era el reproche.  

 

Por su parte, el codemandado Hernán Gómez Uribe reprochó que no existió un 

contrato de trabajo con el demandante, pues sostenían una prestación de servicios 

civiles en la que el demandante tenía autonomía en su ejecución como 

administrador, pese a que existiera una relación de coordinación de las actividades. 

Así, conforme a la prueba testimonial se evidenció la ausencia de subordinación, 

máxime que el demandante prestaba sus servicios a otras haciendas del sector, y 

por ello, tenía autonomía e independencia en la ejecución de sus laborales, sin 

existir certeza de los horarios ni en que momento prestaba el servicio.  

 

Luego, señaló que el demandante no acreditó el hito inicial porque tal como anunció 

el despacho había dudas sobre dicho despunte, siendo su deber probarlo; por lo 

que, solicitó la revocatoria total de la decisión de primer grado. 

 

De otro lado, y de forma subsidiaria recriminó que el salario no podía fijarse en 

$3’000.000 porque la prueba recaía en el demandante y por ende, el despacho no 

debía fijarlo arbitrariamente, y mucho menos deducirlo por los dichos del propio 

demandante, de lo contrario sería el salario mínimo. Concretamente, señaló que la 

única prueba del salario son 2 certificaciones que el mismo codemandado desvirtuó 

con las consignaciones que se realizaban por $1’700.000. Señaló que tampoco 

podía el despacho fijar la suma de $3’000.000 para toto el tiempo de la relación 

laboral, pues el demandante no probó su salario mes a mes. Tampoco podía 

deducirse un salario mayor por los dichos del testigo que le ofreció trabajo al 

demandante con un salario inferior a $3’000.000 y que este no lo había aceptado. 

 

Entonces, solicitó que se recalcularan todas las condenas con un salario mínimo. 

Además, resaltó que se equivocó la juzgadora al condenar al pago de la prima de 

servicios por 360 días, cuando debía ser proporcional al tiempo trabajado, esto es, 

hasta junio de ese año. Rechazó también la condena por indemnización por despido 

sin justa causa y el cálculo actuarial fijado con un salario de $3’000.000 para toda 

la relación laboral. Y resaltó que el demandado actuó de buena fe.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De los problemas jurídicos. 
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Visto el recuento anterior, la Sala formula los siguientes: 

 

1.1. ¿Existió un contrato de trabajo entre Óscar Ortiz Mejía y Hernán Gómez Uribe? 

1.2 de ser positiva la respuesta, cual fue el hito inicial, el salario pactado y lapso a 

liquidar por prima de servicios? 

1.3 ¿Hay lugar a exonerar al empleador de la sanción moratoria por no pago de 

salarios y prestaciones sociales? 

1.4 ¿la sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía S.C.A. es solidariamente responsable 

de los pagos a los que fue condenado el empleador? 

 

2. Solución a los problemas jurídicos  

 

2.1.1 Elementos del contrato de trabajo 

 

Para desentrañar los problemas jurídicos planteados se hace necesario recordar, 

que los elementos esenciales que se requieren concurran para la configuración del 

contrato de trabajo, son: la actividad personal del trabajador, esto es, que este 

realice por sí mismo, de manera prolongada; la continua subordinación o 

dependencia respecto del empleador, que lo faculta para requerirle el cumplimiento 

de órdenes o instrucciones al empleado y la correlativa obligación de acatarlas; y 

un salario en retribución del servicio. 

 

Estos requisitos los debe acreditar el demandante, de conformidad con el art. 167 

del Código General del Proceso, que se aplica por remisión del artículo 145 del C. 

P. del T. y de la S.S.; carga probatoria que se atenúa con la presunción consagrada 

en el artículo 24 del C.S.T. a favor del trabajador, a quien le bastará con probar la 

prestación personal del servicio para dar por sentada la existencia del contrato de 

trabajo, de tal manera que se trasladará la carga probatoria a la parte demandada, 

quien deberá desvirtuar tal presunción legal; criterio expuesto por la Corte Suprema 

de Justicia, Sala de Casación Laboral en diferentes providencias. 

 

Frente a la subordinación, elemento diferenciador de un contrato de trabajo, 

respecto a cualquier otro de orden civil, es preciso acotar que el empleador bien 

podrá desvirtuar la presunción iuris tantum anunciada acreditando la libertad e 

independencia que tenía el demandante en la ejecución de la labor. Así, resulta 

completamente destinado cuando se exige al empleador que acredite que “no daba 

órdenes” o que “no dirigía la actividad”, es decir, que “no era subordinado”, pues 

evidentemente corresponden a negaciones indefinidas imposibles de probar. 
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Así, la exoneración del empleador vendrá precedida de la acreditación de la citada 

libertad e independencia en la realización de la actividad contratada o, dicho de otra 

forma, que en manera alguna la ejecución del objeto contratado se encontraba 

mediado por la voluntad o potestad del empleador de exigir el cumplimiento de 

órdenes en cualquier momento y en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo y 

para ello, el empleador cuenta con todos los medios de prueba disponibles. 

 

Pero, no es suficiente acreditar la existencia del contrato de trabajo para salir avante 

las pretensiones de este tipo, pues debe también demostrarse los extremos de la 

relación, toda vez que no se presumen1, necesarios para realizar la cuantificación 

de las liquidaciones e indemnizaciones que se reclamen en la demanda.  

 

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia2 en relación con este 

tópico ha dicho que en los eventos en que no se conoce con exactitud los extremos 

temporales de la relación laboral, éstos se pueden dar por establecidos en forma 

aproximada, si se tiene certeza de la prestación de un servicio en un determinado 

periodo y con esta información calcular las acreencias laborales a que tiene derecho 

el demandante. Así, la jurisprudencia indicó que el hito inicial será el último día del 

mes o año aludido “pues se tendría la convicción que por los menos ese día lo 

trabajó, empero frente al extremo final siguiendo las mismas directrices sería el 

primer día del primer mes, pues por lo menos un día de esa anualidad pudo haberlo 

laborado”. 

 

2.2 Fundamento fáctico 

 

De entrada, es preciso llamar la atención que el demandante en el libelo genitor 

señaló directamente a la sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía S.C.A. como su 

empleador y a la persona natural Hernán Gómez Uribe como deudor solidario por 

“ser socio gestor”. 

 

No obstante, la juzgadora de primer grado tuvo como problema jurídico la existencia 

de un contrato de trabajo tanto con la persona jurídica como con la natural, para 

finalizar condenando a la persona natural como empleador, pese a que no se había 

solicitado dicha calidad en contra de este.  

                                                 
1 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 16-11-2016. Radicado 45051. 
M.P. Fernando Castillo Cadena. 
2 Sentencias del 04-11-2013. Radicado 37865 y 23-01-2019, SL007-2019. 
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Modificación que ni siquiera se encuentra dentro de las facultades ultra y extra 

petita, pues obedeció a una reforma judicial de las pretensiones de la demanda; sin 

embargo, ninguna de las partes en contienda elevó reclamo en ese sentido, pues el 

codemandado Hernán Gómez Uribe como persona natural al presentar el recurso 

de alzada desconoció la existencia del vínculo laboral, pero porque a su juicio el 

vínculo que lo ató con el demandante era de orden civil; en consecuencia, a dichos 

hilos procesales se atendrá esta Corporación. 

 

En ese sentido, en primer lugar, se apresta la Sala en comprobar qué tipo de vínculo 

contractual existió entre el demandante y la persona natural Hernán Gómez Uribe, 

encontrándose acreditada la prestación personal del servicio del demandante a este 

codemandado, como viene precedido de su argumento de apelación, de ahí que de 

entrada pesaba en contra de la persona natural demandada desvirtuar la presunción 

iuris tantum. 

 

Así, auscultado en detalle el expediente obran dos certificaciones emitidas por 

Hernán Gómez Uribe y suscritas por este, sin tacha de falsedad alguna, en la que 

para el 12/06/2006 y 25/05/2011 adujo, en la primera que el demandante “labora 

para mi servicio en la hacienda Pozo Rubio, desde hace aproximadamente 12 años, 

con una asignación mensual de $3.000.000” (fl. 21, archivo 01, exp. Digital) y en la 

segunda que el demandante “administra nuestro departamento de ganadería y 

agricultura, desde hace aproximadamente 17 años, con una asignación mensual de 

$3’800.000” (fl. 22, ibidem). 

 

Luego, militan diversos formularios del ICA, Registro Único de Vacunación contra 

Fiebre Aftosa y Brucelosis Bovina en los que aparece el demandante como la 

persona que atiende la visita, o actúa como administrador o la vacunación que se 

realiza a los semovientes de propiedad de “Hernán Gómez Uribe y Compañía” (fls. 

23 a 29, ibidem). 

 

También militan varios “poderes especiales” dados por el codemandado persona 

natural al demandante para “que realice todos los trámites relacionados con la 

hacienda Pozo Rubio (…) tales como registros de marca y solicitudes para el 

transporte de ganado, entre otros” en los años 2011 y siguientes (fl. 31 y ss., ibidem). 
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Documentales que ratifican la prestación personal del servicio del demandante en 

diferentes labores que son compatibles con la administración de la hacienda Pozo 

Rubio.  

 

Ahora bien, en cuanto a la naturaleza de la realización de tal actividad bien se 

puede concluir que el codemandado logró desvirtuar la presunción que 

pesaba en su contra, pues se acreditó que la actividad que realizaba el 

demandante no estaba regida bajo una continuada dependencia y subordinación, y 

por el contrario, Óscar Ortiz Mejía era autónomo en el ejercicio de sus labores. 

 

En efecto, rememórese que el elemento diferenciador de un contrato de trabajo 

frente a uno de orden civil, es que a quien se atribuye la calidad de empleador, tenga 

la potestad de exigir al trabajador el cumplimiento de órdenes en cualquier momento 

y en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo o dicho de otra manera, que para 

la ejecución del objeto contratado medie la voluntad del empleador, de lo contrario 

las actividades de quien pretende la calidad de trabajador, serán libres y autónomas.  

 

Tanto es así que, si bien un trabajador puede tener varios contratos de trabajo, ya 

sea con el mismo empleador u otros, o incluso una concurrencia del mismo con uno 

civil, lo cierto es que debe estar claramente diferenciado el tiempo que dedica el 

trabajador a cumplir el objeto contratado, tiempo en el que en todo caso se 

encuentra sometido a la voluntad del empleador.  

 

En el evento de ahora probado se encuentra que el demandante era administrador 

de la finca Pozo Rubio respecto de la cual el codemandado Hernán Gómez Uribe 

tenía una mera tenencia, pues adujo ser el arrendatario del predio y en tal calidad 

contrató al demandante para su administración. 

 

Administración que realizaba Hernán Gómez Uribe con total libertad y autonomía, y 

por ende, sin encontrase sujeto a la voluntad del codemandado, pues era aquel 

quien se encargaba de la buena marcha de la finca, sin recibir orden de su 

contratante tendiente a someter su capacidad de dirección, tanto es así que incluso 

administraba otra finca llamada Venecia, aspecto que es indicativo de la libertad y 

ausencia de subordinación, pues el demandante de forma indistinta y a su voluntad 

realizaba las actividades de administración de una y otra finca, en los tiempos que 

este determinara. 
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En efecto, el demandante al rendir interrogatorio de parte afirmó que es primo del 

codemandado y en razón a tal cercanía fue contratado como administrador de la 

hacienda Pozo Rubio, pero que al mismo tiempo realizaba esas funciones para otra 

hacienda llamada Venecia, de propiedad de un tercero.  

 

Indicó que ostenta un conocimiento técnico en el cultivo de caña que ejercía tanto 

en la hacienda Pozo Rubio, como en Venecia. 

 

Explicó que sus labores como administrador de ambas haciendas consistían en la 

supervisión del levante de caña, corte y entrega al Ingenio Risaralda. También 

explicó que se encargaba de vender el ganado de ambas fincas, y en general todo 

lo que pasaba en las fincas, incluso manejaba las licencias de movilización, 

requisitos del ICA y Carder.  

 

En cuanto al tiempo dedicado para prestar sus servicios aseguró que no importaba 

el horario, pero que era de día y de noche, “en la medida que en la finca se 

presentaran necesidades por cuestiones de cosecha, robos, daños de maquinaria”, 

pero que en Pozo Rubio había un mayordomo, a quien el demandante le daba 

órdenes, pero que era empleado del codemandado. Además, indicó que para la 

venta de la caña al Ingenio Risaralda se hacían reuniones con esta empresa, y el 

demandante asistía como representante del codemandado, porque este nunca iba 

a las reuniones con el Ingenio, y que incluso era un proveedor el que le indicaba al 

demandante cuando se realizarían las reuniones a las que este asistía con el 

propósito de administrar adecuadamente la finca.  

 

Seguidamente, aseguró que el codemandado le daba “órdenes” y que estas 

consistían en informarle “cuánto va a cosechar”, “cuántas toneladas estimas es la 

cosecha”. Cosechas que se presentaban varias veces al año y por ello siempre tenía 

que atender las haciendas.  

 

Luego, se tomó la declaración de Noralba Noriega Carvajal que adujo ser 

administradora agropecuaria y conocer al demandante desde hace más de 30 años, 

porque vive en una hacienda contigua hace más de 50 años. En ese sentido, narró 

que el demandante era el administrador tanto de Pozo Rubio como de Venecia, que 

tenía propietarios diferentes, y que al demandante le compraban el ganado. Explicó 

que en esas transacciones el demandante aseguraba que iba a consultar con su 

jefe, pero no le consta dicha consulta, pero que el pago se le consignaba al 

propietario de Pozo Rubio. Explicó que las funciones del demandante era estar 
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pendiente del ganado y de la caña y que incluso, Óscar Ortiz Mejía contrató a la 

declarante para que le arreglara los callejones con el motonivelador. Explicó que el 

demandante como administrador de ambas fincas repartía su tiempo como mejor le 

parecía y que incluso durante una época el demandante vivió en Venecia y luego 

en Pozo Rubio. 

 

Luego, rindió declaración Roberto Becerra Ardila que afirmó desempeñarse en el 

mercado agrícola y por eso conoce al demandante como administrador de 2 

haciendas (Pozo Rubio y Venecia) y en ese sentido, afirmó que negociaba con este 

la venta de productos e insumos, porque era este el que hacía los pedidos para 

ambas haciendas. El testigo indicó que “sabía que pedía autorización” pero no le 

consta orden alguna del codemandado. También señaló que le ofreció trabajo al 

demandante por sus conocimientos de la zona pero que este lo rechazó porque no 

le sirvió el dinero o estaba comprometido con las otras haciendas.  

 

Después se tomó la declaración de Diana Lucía Duque García que adujo que 

comenzó a prestar sus servicios en la hacienda Venecia en 1997, lugar en que 

conoció al demandante como mayordomo de dicha finca, a quien la declarante le 

hacía de comer y le arreglaba la ropa y, el demandante le pagaba a ella su sueldo. 

Indicó que el demandante vivía en Venecia de lunes a sábado, pero que al mismo 

tiempo era el administrador de Pozo Rubio y por ello, había días en los que Óscar 

Ortiz Mejía amanecía en Pozo Rubio y otros días en Venecia, pues dependía de la 

programación que tuviera. 

 

Finalmente, rindió declaración Luz Adriana Serna Orozco que afirmó trabajar para 

el codemandado y en ese sentido, indicó que ella se encargaba de cada mes girarle 

el dinero al demandante por su labor de administración de Pozo Rubio, y que en 

razón a esa labor de administración este le llevaba las facturas y gastos que había 

realizado, para que esta se los consignara o pagara. 

 

Interrogatorio de parte que analizado en conjunto con las declaraciones recién 

citadas permiten a la Sala inferir que el demandante era libre y autónomo en su 

labor como administrador de la hacienda Pozo Rubio, pues al mismo tiempo 

prestaba los mismos servicios para otra hacienda (Venecia) y para cumplir con tales 

labores disponía a voluntad de su tiempo con la única finalidad de cumplir con la 

actividad asignada de administrar una finca, y para ello, cada mes rendía cuentas 

de los gastos en que había incurrido, que a su vez eran saldados por el 

codemandado, de manera tal que el demandante no se encontraba bajo una 
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continuada dependencia del codemandado Hernán Gómez Uribe, pues incluso era 

el demandante quien disponía en qué momentos prestaba sus servicios en una u 

otra finca, y era quien decidía asistir a las reuniones del ingenio, sin imposición del 

codemandado, e incluso era el demandante quien tenía la facultad para dar 

instrucciones, sin intervención del codemandado, sobre el manejo de la hacienda, 

tanto es así, que cuando tenía conversaciones con su contratante, las mismas no 

eran para recibir la orden de cosechar caña bajo unas circunstancias determinadas, 

ni tampoco el total de siembras a realizar, sino que el mismo demandante confesó 

que las preguntas que le realizaba el codemandado eran del tipo “cuánto va a 

cosechar”, “cuántas toneladas estimas es la cosecha”, que dan cuenta de la 

autonomía que ostentaba el demandante como administrador de la hacienda para 

ejecutar las labores contratadas, sin instrucción alguna del codemandado para 

someter a su voluntad la capacidad de administración el demandante.  

 

Finalmente, de ninguna manera derruye la conclusión recién expuesta la grabación 

de voz aportada al plenario que contiene una conversación sostenida entre ambas 

partes en contienda (archivo 02, exp. Digital), en la que el demandante le reclama 

al codemandado porque los abogados de este le exigen su afiliación a seguridad 

social, y que termina con la afirmación del codemandado de que no se le negaría 

nada y que realizarían todo como debe ser, pero que había que dejar las cosas 

organizadas para los dos lados y por ello, le indica que deben dejar el asunto en los 

abogados porque, según el codemandado era una plata larga como del fondo de 

cesantías “o no se qué cosas” pero que el codemandado se asesoraría de su 

abogado.  

 

Conversación de la que no se puede desprender confesión alguna de existencia de 

un vínculo laboral, pese a que mencione un fondo de cesantías, que por su 

naturaleza implica un contrato de trabajo, pues es el mismo codemandado quien 

afirma que deberán ser los abogados quienes se encarguen de ello, y tal como 

ocurrió en el marco del proceso judicial bajo el principio de la realidad sobre las 

formas se advierte que entre las partes existió un vínculo contractual pero no de 

orden laboral.  

 

Al punto es preciso llamar la atención que ciertamente unas labores de 

administración entrañan cierto grado de libertad en su manejo, pues es 

precisamente el intelecto el que se ejerce para una adecuada administración, sin 

que ello por sí solo desdiga de un presunto contrato de trabajo; pero en este evento 

resulta palmaria dicha autonomía en el ejercicio de su labor de administración 
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cuando el demandante indistintamente puede administrar otra hacienda y distribuir 

su tiempo y energías a su voluntad entre ambas haciendas, con la finalidad de 

alcanzar el objetivo que es administrar, e incluso tal como se anunció, era tal su 

libertad que este tenía bajo su órbita la potestad de decidir cuánta cosecha 

realizaría, sin que tuviera imposición alguna de su contratante para alcanzar unos 

objetivos o metas concretos que permitiera inferir que su trabajo intelectual estuviera 

subordinado a un contratante que dirigiera la forma cómo este administraría la 

hacienda. Se itera nada de ello se presentó en este evento y por el contrario el 

demandante era libre y autónomo en su ejercicio de administrador.  

 

Conclusión que finalmente se confirma porque, el demandante en su interrogatorio 

insistió en que los trabajadores eran de Pozo Rubio, de la que él también era 

trabajador subordinado; sin embargo, al plenario se aportó un acuerdo transaccional 

suscrito entre el demandante y un tercero (Octavio Franco) a título de trabajador del 

primero por el tiempo laborado en lso años 2005 a 2007 como casero de las 

haciendas Venecia y Pozo Rubio (fl. 44, archivo 01, exp. Digital) que finalizó con la 

transacción de prestaciones sociales, indemnizaciones y despido sin justa causa, 

persona frente a la cual el demandante realizaba actos de subordinación como se 

evidencia en el memorando enviado por el demandante al tercero el 24/09/2007 (fl. 

53, ibidem); documental que evidencia que las labores de administración eran tan 

autónomas del demandante, que incluso este tenía la libertad de realizarlas como 

mejor considerara y para ello, incluso contrató un tercero bajo su cuenta y riesgo 

para cumplir a cabalidad con la administración de las haciendas respecto de las 

cuales llevaba su dirección. De ahí que, a partir de esta documental se confirma la 

conclusión recién expuesta, esto es, que el vínculo contractual que ató a las partes 

en contienda era ajena a una laboral y por ello, se revocará la decisión de primera 

instancia; por lo tanto, se declarará probada la excepción propuesta por la persona 

natural codemandada “inexistencia de la obligación”. 

 

El resultado del análisis principal de la apelación del codemandado Hernán Gómez 

Uribe hace fútil el estudio de la solidaridad, lo que implica condenar la condena en 

costas al demandante a favor de la sociedad, pero por otras razones. Asimismo se 

hace innecesario el estudio de los restantes puntos de apelación. 

 

CONCLUSIÓN 
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A tono con lo expuesto, la decisión revisada será revocada. Costas en ambas 

instancias a cargo del demandante y a favor de las demandadas conforme al 

numeral 8° del artículo 365 del C.G.P. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - 

Risaralda, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

  

PRIMERO: REVOCAR los numerales 1, 3, 4, 5, 7 y 9 de la sentencia proferida el 

27 de julio de 2023 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, Risaralda, 

dentro del proceso promovido por Oscar Ortiz Mejía contra Hernán Gómez Uribe 

y Hernán Gómez Uribe y Cía. S.C.A., para en su lugar declarar probada la 

excepción de inexistencia de la obligación y en consecuencia, absolver a la parte 

demandada Hernán Gómez Uribe de todas y cada una de las pretensiones.  

 

SEGUNDO: REVOCAR el numeral 2o de la decisión de primer grado que absolvió 

a la sociedad Hernán Gómez Uribe y Cía S.C.A., sin lugar a sustitución, y DEJAR 

INCOLUME el numeral 8° que declaró no probada la tacha de sospecha propuesta.  

 

TERCERO: REVOCAR PARCIALMENTE el numeral 6o de la sentencia 

únicamente en cuanto a las costas en que se condenó a Hernán Gómez Uribe a 

favor de óscar Ortiz Mejía y en lo demás se confirma. 

 

CUARTO: CONDENAR en costas de ambas instancias al demandante y a favor de 

la demandada por lo expuesto.   

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

Quienes integran la Sala, 

 

 

 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

Magistrada Ponente 
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JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Magistrado 

 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrada 

Ausencia justificada 

 

Firmado Por:

 

 

Olga Lucia Hoyos Sepulveda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 004 Laboral

Tribunal Superior De Pereira - Risaralda

 

 

Julio Cesar Salazar Muñoz

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 002 Laboral

Tribunal Superior De Pereira - Risaralda

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 799e14219d57d14b08244e427d96ce974533e79456dfce166640134b5f0eeb3d

Documento generado en 24/01/2024 07:24:19 AM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


